	Fecha
	9 de octubre de 1978
	Sesión número
	61

	Motivo: Amparo

	Recurrente: URBANO QUESADA VARGAS Y 15 PERSONAS MÁS 

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN Y SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alegan los recurrentes que son un grupo de campesinos pobres que han ocupado y cultivado terrenos ubicados en Pérez Zeledón, que se encontraban en total estado de abandono y sobre los cuales no existe título de propiedad. Que la mayoría de ellos ha permanecido en esos terrenos por más de dos años. Que en setiembre de este año, súbitamente se presentaron unas autoridades de la Guardia Civil y de la Guardia Rural, fuertemente armados y les ordenaron desalojar las viviendas y tierras que habían venido ocupando en forma pacífica. Que fueron obligados a salir por la fuerza, sin que las autoridades que ejecutaron el desalojo portaran ninguna orden de autoridad judicial.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que, de conformidad con lo dispuesto por el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República No. 80-PA-76, sobre intervención de la Guardia Rural en los casos de precaristas, siendo que se comprobó que existen alrededor de 95 precaristas que tienen menos de 1 año de posesión - por lo que se encuentran dentro de los supuestos que contempla el pronunciamiento dicho - y siendo éste de acatamiento obligatorio para la Administración Central, se giraron las instrucciones pertinentes por intermedio del Departamento Legal de Ministerio, a efecto de que se procediera al desalojo de aquellos que tuvieran menos de un año de haber ingresado en dicha propiedad.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Los actos y las órdenes emanadas de las autoridades tuvieron apoyo legal en el artículo 305 del Código Civil  y se ajustan a lo que establecen los artículos 45 y 140 incisos 6, 16 y 20 de la Constitución Política; comprobada la invasión, y que los precaristas tenían menos de un 1 año de haber ocupado el inmueble, la Guardia de Asistencia Rural procedió a desalojarlos. El recurso de Amparo no se concede cuando las autoridades se ajustan a los mandatos de las leyes, porque en tal caso el acto no puede tacharse de arbitrario, y en esta materia es la arbitrariedad y el abuso del poder por parte de los funcionarios, lo que la Constitución prohíbe no así las actuaciones para las cuales aquéllos estaban facultados por preceptos de ley, toda vez que esos preceptos implican para las autoridades el cumplimiento de sus deberes.  


N° 61
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día nueve de octubre de mil novecientos setenta y ocho, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Quirós, Odio, Retana Jacobo, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Fernández, Valverde, Villalobos, Zavaleta, Trejos, Porter y  Benavides. 
Artículo VII
Se conoció de un recurso de Amparo establecido por el señor Urbano Quesada Vargas y quince personas más, contra el señor Ministro de Gobernación y Seguridad Pública, licenciado Juan José Echeverría Brealy, y contra el señor Director Regional de la Guardia de Asistencia Rural, Región “D” señor Eduardo Sossa Quesada.

Los recurrentes alegan el quebranto de los artículos 10, 11, 22, 45 y 46 de la Constitución Política, y hacen la siguiente exposición para fundamentar el Amparo.  Que forman parte de un grupo de campesinos pobres que, en compañía de sus mujeres e hijos, han ocupado y cultivado – compelidos por la necesidad de subsistir – unos terrenos ubicados en Convento de Pérez Zeledón, que se encontraban en total estado de abandono y sobre los cuales no existe título de propiedad, que además de la ocupación material del terreno y de los cultivos, han realizado otros actos posesorios, tales como la construcción de viviendas rústicas y de construcción y reparación de cercas; que han permanecido en esos terrenos, sin interrupción, algunos por espacio de cuatro meses, y la mayoría por más de dos años, sin haber sido inquietados en la posesión, que últimamente otras personas han reclamado derechos de posesión sobre el inmueble, y en el Juzgado Civil de Pérez Zeledón, se está tramitando un interdicto de amparo de posesión, en el cual no ha recaído sentencia; que el día trece de setiembre de corriente año, súbitamente se presentaron unas autoridades de la Guardia Civil y de la Guardia Rural, fuertemente armados y les ordenaron desalojar las viviendas y las tierras que habían venido ocupando en forma pacífica; que los exponentes y sus familias fueron obligados por la fuerza a cargar también las humildes pertenencias y llevarlas fuera de los terrenos en litigio, quedando en total desamparo y privados del derecho de libre permanencia, en forma arbitraria, pues las autoridades que ejecutaron el desalojo no portaban ninguna orden de autoridad judicial, y por toda explicación se limitaron a decirles que su acción había sido dispuesta por el señor Eduardo Sossa Quesada, Director Regional de la Guardia de Asistencia Rural, y por el señor Ministro de Gobernación y Seguridad Pública – don Juan José Echeverría Brealy; que el desalojo de que fueron objeto los privó también del derecho al trabajo, y los ha dejado en una situación angustiosa, pues carecen de techo para guarecerse – junto con sus hijos pequeños y algunas mujeres encinta – de las inclemencias de esta época lluviosa, con grave riesgo de su salud.  Con base en esos hechos, los recurrentes piden que se ordene restituirlos en el goce de sus derechos y que se restablezcan las cosas al estado que tenían antes de la violación, es decir que se anule la orden de desalojo, que se les traslade o instale de nuevo en las viviendas y se prevenga las autoridades que deben abstenerse de incurrir en nuevas violaciones del derecho que les asiste para permanecer en esas tierras, mientras no medie orden judicial emanada de autoridad competente.
El señor Ministro de Gobernación y Seguridad Pública contestó el recurso así; 1° Que el Ministerio recibió un escrito firmado por el Licenciado Jenner Alfaro Fernández, en que solicitaba la intervención de la Guardia de Asistencia Rural, en la finca número catorce mil ochocientos setenta y siete, del Partido de Puntarenas, las cual forma de hecho, junto con otras de la misma compañía, la llamada “Finca Soñador” según lo dijo; que posteriormente el licenciado Alfaro amplió su solicitud, para que se llevara a cabo el desalojamiento de las personas que invadieron la referida  finca; 2° Que la Jefe del Departamento Legal del Ministerio, licenciada Nísida Jiménez Dam, dirigió al Sub-Director de la Guardia de Asistencia Rural el oficio No. 001654, que a la letra dice: “Con instrucciones del señor Ministro le adjunto documentación referente a invasión de precaristas en inmuebles propiedad de “Potomac S.A.” a fin de que se ordene la investigación correspondiente sobre el tiempo que tiene de haberse producido la invasión”; 3° Que en atención a la orden de investigar esos hechos, se recibió del Oficial Ejecutivo de la Región “D” de la Guardia de Asistencia Rural el informe que dice: “Para lo de su cargo y fines legales, me permito someter a su estimable consideración la inspección realizada por el suscrito en la finca “Soñador” de Volcán de Buenos Aires.  En efecto, el día treinta y uno de julio último, me dirigí a la citada finca y comprobé que los precaristas tienen aproximadamente dos meses de permanecer dentro de la finca.  Lo anterior, para lo que a bien tenga ordenar o resolver”; 4° Que con base en dicho informe, la Jefe del Departamento Legal remitió al Sub-Director de la Guardia Rural el oficio  N° 1653, que dice: “Con instrucciones del señor Ministro, le adjunto investigación referente a invasión de precaristas en inmueble propiedad de “Potomac S.A.” a fin de que se ordene el desalojo de aquellos que tienen menos de un año de haber invadido la propiedad.  Lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República, No. 80-PA-76, sobre intervención de la Guardia Rural en los casos de precaristas”; 5° Que en vista de esa comunicación, el Sub-Director de la Guardia Rural envió al Mayor Eduardo Sossa, Director Regional, Zona “D”, de la Guardia de Asistencia Rural, la nota No. 1080, cuyo texto dice: “Sírvase proceder a cumplir ordenado por el Departamento Legal del Ministerio de Gobernación en relación  a desalojo de precaristas en inmueble de “Potomac S.A.” situado en Buenos Aires, para lo cual le adjunto oficio No. 1653 el cual cuenta con el visto bueno del señor Carlos Arguedas LeFranc, Vice-Ministro de Gobernación”; 6° Que el Mayor Sossa Quesada rindió el siguiente informe al Sub-Director General de la Guardia de Asistencia Rural: “Acuso recibo de su oficio No. 1080, fechado del nueve de agosto en curso.  Al respecto me permito informar a Usted que se envió una patrulla compuesta de doce hombres, a fin de efectuar el desalojo ordenado, en finca de propiedad de Potomac S.A., sita en Sonador de “Volcán de Buenos Aires”, una vez en el lugar de los hechos, se comprobó que efectivamente existen alrededor de noventa y cinco precaristas.  Para evitar problemas de reacción y consecuencias personales, se tomó la determinación de no llevar a cabo la acción, por falta de elementos y medio de transporte para sacar a los citados precaristas, además de transporte, se necesita medios de comunicación y tiempo, toda vez que esta acción dura aproximadamente seis días.  No omito manifestarle que del resultado de esta operación le informé al Coronel Arias, y se acordó llevar un plano de donde se encuentran los precaristas, pues el área es sumamente extensa, de aproximadamente cien manzanas, para ello se necesitan unos cuarenta servidores; asimismo le informo que el próximo lunes en la Dirección General se va a discutir el asunto, para llevar a cabo esta acción entre jueves y viernes de la próxima semana”; 7°  Que el veintiuno de setiembre se recibió en el Departamento Legal el Ministerio el informe correspondiente al desalojo efectuado, el cual dice:”18 de setiembre del 78. Señor Mayor Eduardo Sossa Quesada. Estimado señor: Acuso recibo de su oficio el diez de setiembre en curso, relacionado con el desalojo de precaristas en inmueble propiedad de “Potomac S.A.” situado en Sonador de Volcán  de Buenos Aires.  Al respeto permítome informar a usted que el lunes once de setiembre, a las catorce horas, me trasladé en compañía del Capitán Rafael Ángel Rodríguez Miranda, del Teniente Manuel E. Quesada Díaz y de cuarenta y dos efectivos.  El martes doce procedimos a efectuar el desalojo e incineración de casas; desalojamos ocho casas, las que se encontraban con sus respectivas familias; esas casas se encontraban muy distantes unas de otras, y asimismo se incineraron cuatro casas que se encontraban desocupadas; una vez que desalojamos estas familias, procedimos acomodarlas en el Salón Comunal de Buenos Aires; los hombres quedaron en el Redondel cuidando sus pertenencias.  El día miércoles trece, los personeros del ITCO se presentaron a dialogar con los precaristas, manifestándoles que tenían catorce casas disponibles para ellos e indicando los precaristas que no aceptaban las casas por cuanto perdían trabajo y una serie de condiciones y garantías, por lo que el ITCO quedó en espera de que los precaristas cambiaran de idea.  No omito manifestar que el ITCO había solicitado colaboración, por si esa gente se trasladaba para las casas a que nosotros los trasladamos en los vehículos, para lo cual el suscrito les manifestó que estábamos en la mejor disposición de ayudarles, a fin de dejarlos acomodados.  El día catorce esperamos la respuesta de los precaristas, a ver si aceptaban las casas o no; y la respuesta fue que definitivamente no las aceptaban si no se les daban las condiciones que ellos estaban pidiendo.  Por tanto, el quince de setiembre regresamos nuevamente a la base, dejando así cumplida la misión por ustedes ordenada”.  En el mismo informe a que se ha hecho referencia el señor Ministro agregó las siguientes explicaciones: “No escapa al criterio de los honorables Magistrados que el desalojo de precaristas es una labor delicada, que requiere el concurso de personas especializadas en estos asuntos. No obstante la falta de personal especializado, en las oportunidades en que este Ministerio ha actuado lo ha hecho basado en elementos que han ayudado a determinar positivamente el tiempo de la invasión, como son la existencia de carriles, voltes de montaña, cultivos o sembrados.   De conformidad con el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República NO. 80-PA-76 de 10 de noviembre de 1976, en los casos de poseedores precarios que tienen menos de una año de posesión, se debe proceder inmediatamente al desalojo de los ocupantes, por medio de la autoridad competente, de acuerdo con lo establecido en los artículos 305 del Código Civil y 45 de la Constitución Política.  En consecuencia, al encontrarse los precaristas del referido inmueble dentro de los supuestos que contempla el pronunciamiento dicho, y siendo éste de acatamiento obligatorio para la Administración Central, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo final inciso c) del artículo 10 de la Ley Orgánica de la Procuraduría (No. 3848 de 10 de enero de 1967) se giraron las instrucciones pertinentes por intermedio del Departamento Legal de Ministerio a efecto de que se procediera al desalojo de aquellos que tuvieran menos de un año de haber ingresado en dicha propiedad”.
Por su parte el Mayor Eduardo Sossa Quesada, Director de la Región “D” de la Guardia de Asistencia Rural, rindió informe sobre los pormenores de su actuación en el asunto, y dijo haberse limitado a cumplir las órdenes recibidas de la Sub-Dirección General de la Guardia de Asistencia Rural.

El señor Ministro envió, al contestar el Amparo, el expediente administrativo, que se compone de cincuenta y un folios; y el Mayor Sossa Quesada también acompañó un legajo con diecinueve folios.

Hecho el correspondiente estudio de las alegaciones de las partes  de la documentación aportada, y discutido el asunto, se revolvió: Declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones:

I.- Conforme consta en el expediente administrativo y lo explica el señor Ministro de Gobernación al contestar el Amparo, la sociedad “Potomac S.A.” solicitó la intervención de la Guardia de Asistencia Rural para obtener el desalojamiento de las personas que habían invadido la finca “Sonador”, situada en Volcán de Buenos Aires y perteneciente a la compañía antes dicha.  El Ministerio ordenó investigar, previamente, si en  realidad existía la mencionada invasión y en qué fecha se produjo, todo en la idea de que, si fuere de tiempo inferior a un año, se procediera al desalojo de los precaristas, de conformidad con los artículos 45 de la Constitución Política y 305 del Código Civil.
II.- Las autoridades de la Guardia Rural comprobaron que la finca había sido invadida por unas noventa y cinco personas y que esos hechos databan de pocos meses; además la sociedad presentó certificaciones del Registro Público, para acreditar que es dueña de la finca en cuestión, y acompañó también un plano que señala la parte ocupada precariamente.  Si bien es cierto que los recurrentes expresan que uno de ellos tiene sólo cuatro meses de haberse introducido en la finca, pero que la mayoría lo hizo hace más de dos años, no ofrecieron prueba alguna para demostrarlo, y ya se dijo que con las investigaciones realizadas por miembros de la Guardia Civil se comprobó que la invasión es reciente.  En esas condiciones, es decir, comprobada la invasión y que los precaristas tenían menos de un año de haber ocupado el inmueble, la Guardia de Asistencia Rural procedió a desalojarlos.

III.- En el recurso de Amparo se alega que la actuación de las autoridades es violatoria de los artículos 22, 45 y 56 de la Constitución Política, y de los número 10 y 11  ibídem, pero no existe ninguno de esos quebrantos constitucionales, pues la garantía consagrada en el artículo 22 de que todo costarricense puede trasladarse y permanecer en cualquier punto de la República o fuera de ella, siempre que se encuentre libre de responsabilidad, no autoriza a  nadie a introducirse en terrenos privados, sin el consentimiento de sus dueños.  En cuanto al artículo 45, más bien fueron los recurrentes quienes los trasgredieron, al invadir una finca que no les pertenecía, y en lo que respecta al artículo 56, lo que establece es que el trabajo es un derecho del individuo y una obligación con la sociedad; y es obvio que a los recurrentes no se les ha impedido su derecho a trabajar, pues legítimamente pueden hacerlo mientras no lesionen derechos ajenos.  Por último, al ser inexistente las alegadas violaciones de los artículos 22, 45 y 56, con ello se descarta toda posible infracción de los artículos 10 y 11 de la propia Constitución Política.

IV.- No sobra agregar, por lo demás, que el recurso de Amparo se concede contra toda disposición, acto o resolución, y en general contra toda acción u omisión que viole cualquier derecho consagrado en la Constitución, conforme a lo impuesto en su artículo 48 párrafo tercero, pero no cuando las autoridades se ajustan a los mandatos de las leyes, porque en tal caso el acto no puede tacharse de arbitrario, y en esta materia es la arbitrariedad y el abuso del poder por parte de los funcionarios, lo que la Constitución prohíbe no así las actuaciones para las cuales aquéllos estaban facultados por preceptos de ley, toda vez que esos preceptos implican para las autoridades el cumplimiento de sus deberes.  Todo ello en el entendido de que el funcionario haya actuado dentro del marco de las leyes, interpretadas en forma razonable y no arbitrariamente, porque es indudable que la interpretación o aplicación arbitraria de una ley no podría legitimar la conducta de las autoridades en frente de la Constitución Política,  De modo que, si a la vez de un vicio de ilegalidad se produjera la violación de un derecho garantizado por la Constitución, violación que resultaría precisamente de la actuación ilegal y arbitraria de las autoridades, el recurso no podría denegarse a pretexto de que la autoridad dijo o pretendió actuar en ejercicio de atribuciones legales desde luego que la arbitraria interpretación o aplicación de la ley no puede servir de causa para legitimar constitucionalmente la actuación de los funcionarios públicos y dejar sus actos a salvo del Amparo constitucional. Pero nada de eso ocurre en el presente caso, pues los actos y las órdenes emanadas de las autoridades tuvieron apoyo legal en el artículo 305 del Código Civil  y se ajustan a lo que establecen los artículos 45 y 140 incisos 6, 16 y 20 de la Constitución Política. 
